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  SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre dieciséis de dos mil dieciséis
Expediente: 66088-31-89-001-2008-00152-01
Acta Nº 593 de diciembre 15 de 2016 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 29 de agosto de 2014, en el proceso ordinario de pertenencia instaurado por Samuel Bernardo Molina Blandón frente al Departamento de Risaralda y personas indeterminadas, al que fue llamado en garantía Guillermo Arturo Ortiz Zuluaga.
1.
ANTECEDENTES

Pretende Samuel Bernardo Molina Blandón que se declare que adquirió por el modo de la prescripción extraordinaria (según la aclaración que hizo -f. 24, c. 1-), el dominio del inmueble denominado El Brillante, ubicado en el paraje La Selva de Belén de Umbría, constante de 43,7 hectáreas, en rastrojo y montaña, matriculado bajo el número 293-0000953, identificado plenamente en la demanda; que se ordene la inscripción del fallo en el folio respectivo; y que se condene en costas. 
Con tal propósito relató que era propietario del aludido inmueble hasta el 19 de marzo de 1988, cuando lo vendió a su hija Luz Adiela Molina Jiménez, quien nunca pagó el precio y, por esa razón, él continuó ejerciendo hasta ahora la posesión del bien, desde hace más de veinte años, de manera pacífica, tranquila, pública y sin clandestinidad. Entre los actos de posesión, cercó el predio, lo protegió de invasiones, lo arborizó, y allí cuidaba ganado y tenía cerdos; le hizo instalar servicio de energía en el año 2000, por medio de su esposa Oliva Jiménez Rendó, sembró dos mil palos de café, quinientas matas de mora, dos cuadras de pasto, reparó la casa de habitación, cambió el techo, instaló tubería plástica para conducir el agua hasta la casa; contrató a Alonso, Fabián y Jhon Fredy Molina Jiménez para que ayudaran a cuidar y administrar. 
En ejercicio de su posesión, se enteró de que existía un aparente propietario, Arturo Guillermo Ortiz Zuluaga, quien nunca tuvo una relación material con el inmueble; y el 30 de enero de 2008, al solicitar un certificado de tradición, se encontró con la sorpresa de que este le vendió al Departamento de Risaralda el 30 de agosto de 2007, mediante escritura pública 1784.
Admitida la demanda, fue contestada durante el traslado. El Departamento de Risaralda, por medio de apoderado, se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones las que denominó “IMPOSIBILIDAD DE ADQUIRIR POR PRESCRIPCIÓN UN PREDIO DE PROPIEDAD DE UNA ENTIDAD DE DERECHO PÚBLICO”, porque así lo dispone el artículo 407 del C. de P. Civil; “AUSENCIA DE LA CONDICIÓN DE POSEEDOR”, ya que después de venderle a su hija, el demandante siguió en el predio como mero tenedor; y “AUSENCIA DE BUENA FE” en la tenencia del predio.  
Junto con la respuesta, el ente territorial demandó en reconvención, pero el libelo fue rechazado (f. 22 a 25, c. 3). Además, llamó en garantía a Guillermo Arturo Ortiz Zuluaga, para que saliera al saneamiento de lo vendido. Se admitió ese llamamiento y en tiempo se contestó en similares términos a los del Departamento, a la vez que se formularon las excepciones nominadas como “IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS BIENES DE PROPIEDAD DE LAS ENTIDADES DE DERECHO PÚBLICO” y “AUSENCIA DE LA CONDICIÓN DE POSEEDOR”. Se pronunció el Procurador Judicial Ambiental y Agrario, quien se limitó a recordar algunos presupuestos de la usucapión. Por su lado, la curadora designada a las personas indeterminadas, señaló que se ajustaba a lo que resultara probado. 

Surtido el traslado de las excepciones, decretadas y practicadas las pruebas y vencido, en silencio, el traslado para alegar, se dictó sentencia que negó las pretensiones por dos razones: (i) que el bien, para cuando se promovió la demanda era fiscal y, por tanto, en los términos del artículo 407 del C. de P. Civil, imprescriptible; y (ii) que el demandante no logró demostrar el tiempo de su posesión, antes de que el bien saliera del patrimonio de Guillermo Ortiz Zuluaga, ni la conversión de su título para cuando fue adquirido por el Departamento. 
    



La parte demandante apeló la decisión insistiendo en las pretensiones de la demanda, pues la posesión alegada viene ejerciéndose desde el año 1986, con independencia de la venta que se hizo del bien a la hija del señor Molina Blandón, pues a pesar de ella, nunca se desprendió de la tenencia del inmueble y de su calidad de dueño, en lo que no incide que el bien carezca de mayores mejoras. Además, aunque para la fecha de presentación de la demanda el bien era fiscal, es claro que la posesión viene desde aquella época, por lo que resulta extraño que haya mutado su naturaleza. 

  



En esta sede intervino otra vez la impugnante para ratificar su escrito de sustentación; también lo hicieron la representante judicial del Departamento, que insiste en que el bien es fiscal y por consiguiente imprescriptible, fuera de que el demandado no logró acreditar la pregonada posesión; igualmente el Ministerio Público que recalcó esta última circunstancia. 




2.
CONSIDERACIONES

   



2.1.
Los presupuestos procesales concurren cabalmente y no se advierte ningún vicio capaz de dar al traste con lo actuado. 

   



2.2.
Frente al fallo de primer grado y la apelación propuesta, corresponde a la Sala resolver si acertó el juez de primer grado al negar la acción de pertenencia promovida por Samuel Bernardo Molina Blandón, o si, como este aduce, estaban dadas todas las condiciones para acceder a sus pretensiones. Para ello, deberá analizarse, primeramente, la situación actual del inmueble y si, como consecuencia de ella, es pasible de usucapión; luego, si fuera menester, si se demostraron los elementos de la acción propuesta, en particular la posesión en cabeza del demandante. 

   



2.3. 
Desde la contestación de la demanda, pasando por la respuesta del llamado en garantía y la intervención del Ministerio Público, concretamente en los alegatos de segundo grado, se viene pregonando que el inmueble sobre el que recae la demanda es imprescriptible, dado que para la fecha de promoción de la misma, era ya de propiedad del Departamento de Risaralda. 

   



En torno a este aspecto, sin asomo de dudas se tiene que a partir de la vigencia del Código de Procedimiento Civil, en el año 1971, su artículo 407 introdujo una sustancial modificación, que se mantuvo con la reforma del año 1989 (Decreto 2282), en virtud de la cual La declaración de pertenencia no procede respecto de bienes imprescriptibles o de propiedad de las entidades de derecho público”. A partir de allí, se hizo innecesaria la distinción entre un bien de uso público o un bien fiscal para estos menesteres, pues hay una sola condición: que sea de propiedad de una entidad de derecho público.   
Así que lo que antes de la vigencia del actual estatuto procesal civil causaba discusiones por la posibilidad de usucapir bienes fiscales, quedó ampliamente superado con la redacción de la norma, como lo tiene averiguado la jurisprudencia nacional que desde antaño ha dicho
:
“ …Y vista así la acusación tampoco tiene futuro pues la Corte en numerosas oportunidades ha dicho que para la prosperidad de la declaración de la prescripción adquisitiva de dominio, cualquiera sea su clase, se requiere, además de la posesión y el tiempo de la misma, que el objeto inmediato de la pretensión sea un bien susceptible de adquirirse por este modo, es decir, un bien corporal, raíz o mueble, que esté en el comercio humano, como consagra de manera expresa el artículo 2518 del Código Civil.

Ahora bien, se califican como imprescriptibles por la legislación civil los bienes de uso público, esto es, aquellos cuyo uso pertenece a todos los habitantes, como las calles, plazas, caminos, puentes, etc., y los terrenos ejidos situados en cualquier municipio del país, “por tratarse de bienes municipales de uso público común” (Art. 1º Ley 41 de 1948), y todos los demás que el legislador consagró como imprescriptibles. El carácter de inalienables, imprescriptibles e inembargables de los bienes de uso público está previsto de manera expresa en el artículo 63 de la Constitución Política, que lo hace extensivo a “las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la nación y los demás bienes que determine la ley…”.

Mediante la expedición del actual Código de Procedimiento Civil, Decreto 1400 de 1970, que entró en vigencia el 1º de julio de 1971, el legislador sustrajo de la posibilidad de adquisición por prescripción, los bienes de propiedad de las entidades de derecho público, al preceptuar en dicho estatuto, artículo 413, numeral 4º, que no procede la declaración de pertenencia respecto de bienes “de propiedad de las entidades de derecho público” [sic], reproducida en el numeral 4º del artículo 407 del Decreto 2282 de 1989 que modificó el citado código, y juzgada como exequible por la Corte Constitucional.

A este propósito, en sentencia del 31 de julio de 2002, dijo la Corte: “…ante la acción petitoria de dominio, el Juez está en el deber de examinar, en primer lugar, si el bien sobre el que ella recae es susceptible de adquirirse por el modo de la prescripción, a cuyo tenor debe reparar, en particular, que no se trata de un bien de propiedad de una entidad de derecho público, porque como lo señaló la Sala ‘…hoy en día, los bienes que pertenecen al patrimonio de las entidades de derecho público no pueden ganarse por el modo de la prescripción adquisitiva de dominio, no porque estén fuera del comercio o sean inalienables, como si ocurre con los de uso público, sino porque la norma citada (art. 407 del C. de P.C., se agrega) niega esa tutela jurídica, por ser ‘propiedad de las entidades de derecho público’, como en efecto el mismo artículo lo distingue (ordinal 4°), sin duda alguna guiado por razones de alto contenido moral, colocando así un dique de protección al patrimonio del Estado, que por negligencia de los funcionarios encargados de la salvaguardia, estaba siendo esquilmado, a través de fraudulentos procesos de pertenencia’ (sent. 12 de febrero de 2001, exp. N° 5597)”. En el mismo sentido se había pronunciado la Corte en fallos de 12 de marzo de 1993 y 14 de junio de 1988...”.

La cuestión es que, a pesar de la claridad de dicha regla, cada caso hay que analizarlo a la luz de los hechos narrados, pues puede ocurrir que aunque para la fecha de presentación de la demanda el bien a usucapir sea de propiedad de una entidad de derecho público, pueda intentarse, con todo y ello, la acción de pertenencia, particularmente en dos casos: el primero, cuando sobre el bien, siendo fiscal, el tiempo de posesión se cumplió, en los términos legales, antes de la vigencia del Decreto 1400 de 1970, pues en tal evento cobraría relevancia el derecho adquirido por el usucapiente. Y el segundo, cuando el tiempo de posesión sobre un bien de propiedad de una entidad de derecho público, se completó antes de que esta adquiriera su dominio, sin importar si ello ocurrió después de la vigencia del aludido Decreto, pues también en ese caso la expectativa legítima del poseedor de que simplemente se declarara por vía judicial un derecho de esa estirpe, no podría cercenarse. 
  



Reiterando lo que ya se consignó sobre la modificación que hubo en el año 1971, también la Corte hizo énfasis en estas excepciones así: 
 “Finalmente, ha de acotarse que existen eventos en los cuales es posible, no obstante la explícita prohibición legal, adquirir por prescripción el dominio de los bienes fiscales de una entidad de derecho público por cuanto en tales situaciones se predica la existencia y configuración de un derecho legítimamente adquirido, lo que ocurre cuando: a.-) La posesión del reclamante se inició y consumó antes del 1° de julio de 1971, fecha en la cual entró a regir el artículo 413 (hoy 407), numeral 4°, del Código de Procedimiento Civil. b.-) El señorío del promotor de la pertenencia se consuma durante la vigencia del precepto citado, pero antes de la fecha en que la entidad de derecho público se convierta en propietaria del bien. En ambos casos se protege el “derecho adquirido” por el particular, según lo proclamado por el artículo 58 de la Constitución Política, que en ejercicio y amparo de las facultades que le daba el sistema legal imperante le permitió poseer un bien con vocación de adquirir su dominio por el transcurso del tiempo y con el lleno de los restantes requisitos previstos por el legislador. Negarle el reconocimiento de esta prerrogativa prevista en el ordenamiento jurídico nacional implicaría un atentado contra la buena fe y la confianza legítima de estar actuando dentro del marco de lo permitido y autorizado. Ya la Sala tuvo oportunidad de pronunciarse al respecto en la sentencia de casación de 22 de marzo de 1995. expediente 4482, en los términos que pasan a reproducirse: “(…) “Después de entrar en vigor el Código de Procedimiento Civil (1 artículo 413 (hoy 407), éste estableció la improcedencia de la declaración de pertenencia respecto de bienes de `propiedad de las entidades de derecho público´, la Corte modificó el rumbo de su doctrina anterior en materia de bienes fiscales del Estado, al entender que la improcedencia en esos términos impuesta está referida igualmente, y sin asomo de duda, a estos últimos bienes (los fiscales), entendimiento que constituye el actual criterio de la Corte, expresado, entre otros pronunciamientos, en sentencias de 16 de noviembre de 1978 (G.J. CLVII, Pág. 263) y 28 de julio de 1987 (G.J. CLXXXIII, pág. 83). “Con todo, es pertinente señalar que no obstante las precisiones hechas por la Corte en torno a que ambas clases de bienes forman parte del patrimonio Estatal y que como bienes de la hacienda pública tienen un régimen común de derecho público, si bien con modos especiales de administración dada su distinta utilización, reflexiones todas estas que llevaron a esta Corporación a expresar adicionalmente la sin razón del legislador en haber consagrado en un principio la imprescriptibilidad únicamente para los bienes estatales de uso público, es lo cierto que la prohibición legal en tal sentido sólo se extendió para los bienes fiscales con la expedición del código de procedimiento civil y a partir de su vigencia, lo cual se traduce, valga repetirlo una vez más, en que con antelación a ese ordenamiento era perfectamente posible ganar por prescripción los bienes fiscales del Estado, criterio frente al cual no obsta que el legislador hubiese consagrado, en principio, la imprescriptibilidad sólamente para los bienes de uso público, pues como lo advirtió la jurisprudencia en relación con aquellos otros `su afectación, así no fuera inmediata sino potencial al servicio público, era razón valedera para haberlos excluido de la acción de pertenencia, con miras a "...hacer prevalecer el interés público o social sobre el particular´ (Sentencia del 16 de noviembre de 1978, ya citada). “ Y si, como emerge de todo lo dicho, la prescripción adquisitiva de dominio era en verdad procedente respecto de bienes fiscales del Estado en todos aquellos casos en que, antes de entrar en vigencia el Código de Procedimiento Civil, se había consumado en el usucapiente la posesión material por el tiempo y la forma exigidos en la ley para el acaecimiento de aquél fenómeno jurídico, no hay duda entonces que así era pertinente declararlo judicialmente aquí, cual lo hizo con acierto el Tribunal, pues a ello conducen el principio de la irretroactividad de la ley y la propia garantía de los derechos adquiridos consagrados en el artículo 58 de la Constitución Nacional; y por cuanto la prohibición contenida en el artículo 42 de la Ley 153 de 1887 hace referencia es a la posesión iniciada y no consumada bajo el imperio de la legislación anterior, es decir, que sólo desconoce las meras expectativas que en este campo puedan darse, como lo sostiene la doctrina”.

  



2.4. 
Lo anterior es relevante en el caso de ahora, porque parte de la apelación viene sustentada en ese análisis, es decir, se aduce que para cuando el Departamento adquirió el inmueble, ya se había causado el derecho en el demandante para reclamar a su favor la prescripción adquisitiva de dominio. 

   



2.5.
En punto a dilucidar la situación es necesario tener en cuenta estas situaciones probadas: 

  



2.5.1.
Samuel Bernardo Molina Blandón compró el inmueble matriculado al número 293-0000953, denominado El Brillante, mediante escritura pública 154 del 14 de marzo de 1986 (f. 4 a 6, c. 1). 
  



2.5.2.
El mismo Molina Blandón vendió el predio el 19 de marzo de 1988 a Luz Adiela Molina Jiménez, según escritura pública 78 (f. 7 a 9, c. 1). 
 



2.5.3.
Ese bien fue adquirido posteriormente por Guillermo Arturo Ortiz Zuluaga, por venta en pública subasta en el proceso ejecutivo que adelantó contra Luz Adiela Molina, en el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, como consta en las copias enviadas por ese despacho (f. 5 a 182, c. 6), acto registrado el 18 de agosto de 1994 (f. 2, c. 1) y protocolizado el 28 de ese mismo mes (f. 83 a 87, c. 6). 
  



2.5.4.
El 30 de agosto del año 2007, Guillermo Arturo Ortiz Zuluaga vendió el inmueble al Departamento de Risaralda, mediante escritura pública número 1784 (f. 10 a 13, c. 1). 
   



2.6.
En el presente asunto se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio. Establecía el artículo 2532 del C. Civil, vigente para el año 2008, cuando se radicó la demanda, que “El lapso de tiempo necesario para adquirir por esta especie de prescripción, es de 20 años contra toda persona…”.  Es claro que no se puede acudir aquí a lo prescrito por el artículo 6° de la Ley 791 de 2002, que redujo ese término a diez años; y esto, porque ella fue promulgada el 27 de diciembre de 2002 y, por tanto, su aplicación práctica vino a darse en el mes de diciembre de 2012, pues es sabido que en esta materia, quien quiera beneficiarse de la prescripción establecida en una nueva ley tiene que tomarla en su integridad, desde el momento de su vigencia; y si quiere hacerlo con la anterior, también debe asumirla en su totalidad, según lo prescribe el artículo 41 de la Ley 153 de 1887. 
   



Dicho en otros términos, a Samuel Bernardo Molina Blandón le incumbía probar en este concreto asunto, que poseyó el bien por un espacio no inferior a veinte años. Y esos veinte años, conjuntando lo que hasta ahora se ha señalado, tienen que aparecer acreditados antes del 30 de agosto de 2007, que fue la fecha en la cual el Departamento de Risaralda adquirió la propiedad del inmueble. Solo de esa manera, podría aplicarse la segunda de las excepciones arriba analizadas en relación con la posibilidad de usucapir un bien que, aunque ahora es fiscal, antes pudo estar en posesión, durante el tiempo exigido por la ley, de un particular. 

  



2.7. 
La posesión, a términos del artículo 762 del C. Civil, es la tenencia de una cosa determinada, con ánimo de señor o dueño, ya directamente, ora por medio de otro que la tenga en lugar y a nombre del poseedor. Definición que entraña dos elementos indiscutidos: la detentación material del bien (denominada corpus) y la revelación externa de que quien lo tiene se considera dueño del mismo y ejecuta sobre él actos propios del dueño (denominada ánimus). Por supuesto, que para que confluyan estos dos elementos, tiene que darse un presupuesto elemental: que no se reconozca dominio ajeno, porque cuando ello ocurre, se desvanece toda probabilidad de ganar un bien por prescripción
.   
 



2.8. 
Ante estas circunstancias, una sola prueba revela que, cual lo dijo el Juzgado, las pretensiones estaban llamadas al fracaso, en vista de que, aun si se aceptara la discutible posesión que alega el demandante, ella no pudo darse durante el tiempo señalado. Concretamente se hace alusión a la escritura de compraventa que se elevó el 19 de marzo de 1988 y se registró el 30 de ese mismo mes, mediante la cual Samuel Bernardo Molina transfirió el dominio del inmueble trabado en la litis a Luz Adiela Molina Jiménez. En ese acto simple, reconoció, y así lo dijo también en su demanda, dominio ajeno y, por tanto, cualquier acto posesorio que se alegue, sería posterior a esa fecha. 
   



Con esa precisión, se tiene que entre esa calenda (19 de marzo de 1988) y aquella en la que el Departamento adquirió la propiedad (30 de agosto de 2007), no transcurrieron veinte años, lo cual indica que tampoco demostró el tiempo de la posesión suficiente para usucapir, ni antes de 1971, ni antes de que el Departamento comprara el inmueble y pasara a ser fiscal. 
   



2.9. 
Esa circunstancia, por sí sola releva del análisis de cualquier otra prueba que, sin embargo, valga acotar, conduce, en su conjunto, a establecer dos cosas: una, que durante varios años, muchos, el demandado abandonó el predio y no trajo al plenario prueba alguna que justificara es actitud; otra, que si acaso fuera poseedor de algo, lo sería de aquellas pequeñas franjas de terreno, en comparación con la extensión del predio, que verdaderamente explotó con algunos cultivos, ni siquiera con la utilización del inmueble que, como se desprende de la prueba pericial aportada, está en un absoluto abandono, lo que es impropio de quien detenta una cosa con ánimo de señor y dueño y quiere beneficiarse de ello para ganar por ese modo el dominio. Y una más, que al reconocer que vendió el predio a su hija y que se quedó allí como poseedor al ver que ella incumplió el pago del precio (a pesar de que la escritura dice lo contrario), lo que está insinuando es que intervirtió su condición de mero tenedor, pues había vendido, a la de poseedor, solo que faltó acreditar cuándo lo hizo, razón de más para desestimar las súplicas. 
  



Sin embargo, se insiste, no se detiene la Sala en el análisis pormenorizado de estas circunstancias, dado que como no alcanza a estar el demandante en ninguno de los dos casos de excepción, viene aplicable, en toda su dimensión, el artículo 407 del C. de P. Civil, reproducido ahora en el artículo 375 del C. General del Proceso, según el cual, se insiste en ello, es imposible ganar por prescripción un bien que sea de propiedad de una entidad pública, como en este caso lo es el Departamento de Risaralda. 
   



En consecuencia, se prohijará el fallo de primer grado y no se condenará en costas, dado el amparo de pobreza reconocido al demandante.

 
 


DECISIÓN  




  



En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 29 de agosto de 2014, en el proceso ordinario de pertenencia instaurado por Samuel Bernardo Molina Blandón frente al Departamento de Risaralda y personas indeterminadas, al que fue llamado en garantía Guillermo Arturo Ortiz Zuluaga
  



Sin costas. 
   



Notifíquese

  



Los Magistrados, 

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Corte Suprema de Justicia, Sala de casación Civil, sentencia del 5 de abril de 2006, M.P. Edgardo Villamil Portilla, expediente 11001-3103-003-1996-04275-01


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de octubre 6 de 2009, Exp. N° 6600131030042003-00205-02M.P. Ruth Marina Díaz Rueda.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de diciembre 18 de 2014, expediente 47001-31-03-004-2004-00070-01,  M.P. Luis Armando Tolosa Villabona.
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